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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jaime Mario Trobo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan Manuel Garino Gruss, José Carlos Mahía, Rubén Martínez 
Huelmo, Carmen Millán y Daniel Peña Fernández. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Jorge A. Caffera Juri e Iván Posada. 


ASISTEN: Señora Senadora Constanza Moreira y señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, 
José Carlos Cardoso, Alvaro Delgado, Luis Lacalle Pou, Ricardo Berois Quinteros y 
Daniel Mañana. 


INVITADOS: Por la delegación de Parlamentarios de la República del Paraguay, Diputado Justo Pastor 
Cárdenas, Presidente de la Comisión de Asuntos Exteriores; Diputado José López Chávez, 
Presidente de la Comisión de Defensa Nacional y Vicepresidente de la Comisión de 
Asuntos Exteriores; Diputado Julio Enrique Mineur, Vicepresidente de la Comisión de 
Defensa y Miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores; Diputado Clemente Barrios, 
Presidente de la Comisión de Justicia y Trabajo y Miembro de la Comisión de Asuntos 
Exteriores y Encargado de Negocios de la Embajada de la República del Paraguay, 
Ricardo Caballero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Trobo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Agradecemos a los señores Diputados que hayan aceptado reunirnos una hora antes de lo habitual en virtud 
de la solicitud planteada por una delegación de legisladores paraguayos. 


(Diálogos) 


——— Dese cuenta de una nota presentada por el señor Diputado Javier García. 


(Se lee:) 


——- El Diputado Javier García me hizo saber su propósito de que esta Comisión pudiera -eventualmente 
invitando a la Comisión de Defensa Nacional- ser el ámbito para este planteamiento. A nosotros nos parece 
que deberíamos proceder en ese sentido, pero ponemos el tema a consideración de la Comisión. 


SEÑOR MAHÍA.- Somos afines a las convocatorias que hace todo legislador para tratar asuntos 
generales. Lo que vamos a solicitar al Presidente es que se regulen los tiempos de la convocatoria 
teniendo en cuenta -como ya saben- la muy asidua concurrencia del señor Ministro en virtud de 
llamados a Sala, a Comisión; inclusive hay otra convocatoria a la brevedad. Entonces, aceptando la 
iniciativa del Diputado Javier García, le pedimos al señor Presidente que -sin intentar afectar los 
intereses políticos del Diputado- regulemos esta convocatoria, dando la posibilidad de que sea un poco 
más distante en el tiempo de lo que lo haríamos habitualmente por todo lo que acabo de expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta que la propuesta ha sido aceptada, obraremos en 
consecuencia con la sugerencia del señor Diputado Mahía. Debo decir que el miércoles 11 tendremos al 
Ministro de Relaciones Exteriores en esta Comisión analizando las posiciones de Uruguay en el 
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Así que la semana que viene, por lo pronto, 
tendremos la visita del Canciller y veremos de qué modo coordinaremos esta convocatoria teniendo en 
cuenta el criterio que se nos señalaba. 


SEÑOR MAHÍA.- Quizás coordinando con el convocante, el Ministro se podría hacer representar por 
el Subsecretario. Lo digo por una cuestión de celeridad, pero también teniendo en cuenta la asiduidad 
que ha tenido en este Parlamento el Ministerio de Relaciones Exteriores y, en especial, el señor 
Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que tener en cuenta que se trata de dos Ministerios y a veces los 
Ministros quieren concurrir con igual nivel de responsabilidad y jerarquía a estas Comisiones. De 
cualquier manera, siempre nos hacemos cargo de la expresión del señor Ministro de Relaciones 
Exteriores en cuanto a que él asiste con mucho gusto cada vez que se lo convoca porque le gusta 
transparentar su gestión. Es así que vamos a operar en consecuencia con los criterios señalados y 
procurando que esto se pueda hacer en el momento adecuado. 


También queremos señalar que ayer ingresaron a la Cámara dos acuerdos que van a venir a la Comisión. O 
sea que desde ya los pueden revisar los colegas legisladores para hacer los informes que correspondan. 


Por otra parte, la semana pasada recibimos una nota de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Honorable 
Cámara de Diputados de la República del Paraguay. El Diputado Justo Pastor Cárdenas nos hacía saber su 
interés en visitar esta Comisión junto con una delegación de miembros de la Comisión de Relaciones 
Exteriores de ese país. Distribuimos ese material y, por supuesto, nos pareció que correspondía acceder a la 
solicitud de entrevista, la que acordamos fijar en la fecha en que se reúne esta Comisión, el día miércoles, 
luego de un breve diálogo con los Representantes de todos los sectores parlamentarios el miércoles pasado 
para, en primer lugar, recoger la autorización o aquiescencia a conceder la entrevista y, en segundo término, 
buscar un mecanismo que se pudiera adaptar al día de trabajo de la Comisión. A su vez, los colegas 
paraguayos nos dijeron que con mucho gusto podían venir el miércoles. Es así que vamos a recibirlos a fin de 
que nos hagan el planteamiento que entiendan conveniente realizar. 


(Ingresa a Sala una delegación de Diputados de Paraguay) 


——— La Comisión de Asuntos Internacionales tiene el gusto de recibir a una delegación de Diputados de 
Paraguay, integrada por el Diputado Justo Pastor Cárdenas, Presidente de la Comisión de Relaciones 
Internacionales de la Honorable Cámara de Diputados de Paraguay; el Diputado José López Chávez, 
Presidente de la Comisión de Defensa Nacional, miembro de la Comisión de Relaciones Internacionales de la 
Cámara de Diputados de Paraguay y, según se nos informa, fue uno de los cinco Fiscales Acusadores en el 
juicio político al ex Presidente Fernando Lugo; el Diputado Julio Mineur, Vicepresidente de la Comisión de 
Defensa y miembro de la Comisión de Relaciones Internacionales de la Cámara de Diputados de Paraguay y 
el Diputado Clemente Barrios, Presidente de la Comisión de Justicia y Trabajo, miembro de la Comisión de 


Relaciones Internacionales de la Cámara de Diputados de Paraguay y también Fiscal Acusador en el juicio 
político al ex Presidente Fernando Lugo. 


Hemos recibido la solicitud que nos realizaron. De inmediato la Comisión resolvió buscar la fecha y forma 
adecuadas para recibirlos. Esa decisión fue tomada en acuerdo de todos los sectores políticos que integran la 
Cámara de Representantes. Nos parece que es una instancia fraterna para escuchar lo que ustedes le quieran 
plantear al Parlamento del Uruguay 


Se va a tomar la versión taquigráfica de la sesión y tendremos la grabación pertinente para que quede 
constancia. 


SEÑOR CÁRDENAS.- Buenos días para todos y muchas gracias por estar presentes. 


Yo quisiera proponer que luego de mi participación, el Presidente de la Comisión de Defensa pueda 
intervenir en función de la importancia de la Comisión que él preside con relación a los hechos relacionados 
con el Canciller Maduro que se han suscitado en los últimos días. Él tiene una información de primera mano 
que recogió en el día de ayer. Es así que me parece oportuno que sea así y luego mis colegas aquí presentes 
podrán complementar lo expresado. 


Quiero aclarar que aquí está presente el 90% de la torta electoral de mi país, con la participación del Partido 
Liberal -actualmente en el poder-, los Diputados Mineur, Barrios y yo, del Partido Colorado, y el Diputado 
López Chávez del partido UNACE. En total, conformamos el 90% de la torta de participación política de mi 
país. Es decir que no solo hay una representación efectiva en cuanto a los cargos que ellos presiden y que han 
ocupado dignamente sino que hay un sustento de carácter popular, ciudadano. 


Creo que es oportuno ofrecer nuestros más sinceros agradecimientos por la acogida que hemos tenido, no 
solamente por nuestros pares, que son ustedes, sino también por parte de la ciudadanía, el pueblo uruguayo. 
El lunes pasado estuvimos participando con la gente de la UGP en un encuentro bastante más grande que lo 
que estuvimos haciendo en horas de la mañana, y realmente puedo decir que la adhesión del pueblo uruguayo 
con respecto a este acto de injusticia contra Paraguay es absoluta, sincera, franca y leal. Creo que en este 
"partido" -entre comillas- estamos todos juntos. Es así que expreso oficialmente mi agradecimiento a esta 
Comisión y, sobre todo, al pueblo uruguayo. Muchísimas gracias por la participación y la opinión vertida. 
Creo que esta "lucha" -entre comillas- la tenemos que llevar a cabo juntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de las posiciones que desde los distintos sectores políticos haya en el 
Uruguay sobre la realidad paraguaya hoy día, lo que quiero que sepa es que nuestro país es fraterno 
con el Paraguay, que es un país hermano, con el que nos sentimos fuertemente unidos, no solamente 
por razones geográficas sino también históricas, culturales y de corresponsabilidad en el desarrollo de 
la institucionalidad en nuestra América y, sobre todo, en el cono sur. Es así que, en ese sentido, está en 
su casa. 


SEÑOR CÁRDENAS.- Traje un resumen de lo que aconteció y, sobre todo, algunos antecedentes que 
me parece oportuno debatir en este momento. 


¿Cómo desemboca el inicio del juicio político? El juicio político fue producto de un proceso de crispación 
social que se inicia desde el primer día de asunción del señor Fernando Lugo en el Gobierno. Era una 
situación de confrontación y de lucha de clases que nos parecía bastante extraña porque nuestra historia no 
registraba ese tipo de acciones o actos. Él estimulaba esa visión bastante diferente a la que teníamos nosotros, 
en un país que tenía y tiene muchas potencialidades de crecimiento. De hecho, esto quedó demostrado el año 
antepasado, cuando crecimos el 14,5% anual. Nosotros creíamos que debíamos abordar una agenda 
totalmente diferente a la doctrinaria e ideológica, la que está bien que se desarrolle, pero creemos que nuestro 
país tiene prioridades más importantes que esa en particular. 


Este Gobierno se inició en ese contexto. Y de manera lenta pero sostenida se produce una degradación social 
de carácter transversal. ¿A qué me refiero? Me refiero a una degradación institucional. Voy a dar un ejemplo 
claro. Una de las causales del juicio político se establece en función del uso de cuarteles para actos de 
carácter político. Es un hecho que no se daba ni durante la dictadura de Stroessner. Los cuarteles eran 


respetados. Creo que hoy el estamento militar es uno de los que más confianza genera en la ciudadanía, 
justamente por el respeto que plantea esta institución. También hubo una degradación moral. Es de público 
conocimiento la paternidad irresponsable del señor Lugo. Hoy tiene tres hijos reconocidos y hay casos de 
juicios de filiación en pleno proceso. A su vez, hay una degradación de derechos básicos. Nosotros no 
abordamos una cuestión que se daba en nuestro país porque hemos sido superados por los hechos en sí, pero 
el Ministerio del Interior, al iniciarse este Gobierno -de esto nos enteramos hace unas semanas atrás- había 
generado una suerte de sistema de escuchas telefónicas. Por eso cuando asume este último Ministro del 
Interior del Gobierno de Lugo, dice públicamente que su primera medida en su función va a ser desactivar 
este sistema. Este simple hecho fue causa de juicio político a un Presidente estadounidense, caso que todos 
conocemos y no vale la pena mencionar. Además de esto, hubo una degradación de derechos básicos y 
primarios, como por ejemplo, el derecho a la propiedad privada, incentivando la invasión, las ocupaciones, la 
apropiación ilegítima de propiedades privadas. Menciono esto último porque el caso de Curuguaty refleja lo 
que él como Gobierno promocionaba como "política pública", entre comillas. Antes del caso del 15 de junio, 
hubo otro caso, el llamado "caso de Ñacunday", donde también hubo una suerte de orden judicial de desalojo. 
Sin embargo, en este primer caso, fueron los policías los desalojados del lugar por parte de los campesinos. 
Fue una situación bastante violenta, de mucha crispación y confrontación. En Google están las fotos y videos. 
Los tiempos en que vivimos, nos permiten tener información de primera mano, por lo que no quiero entrar en 
detalles. 


Sí me quiero referir al caso que desató el inicio del proceso de juicio político: el caso de Curuguaty. Como 
decía en un principio, este no es un hecho aislado; representaba una figura y formaba parte de la agenda 
principal del señor Fernando Lugo 


¿Por qué se le inicia juicio político? Porque nadie asumía la responsabilidad de la muerte de veinte 
compatriotas, seis de ellos policías, que asistieron en cumplimiento de sus funciones, y el resto, campesinos. 
Nadie asumía la responsabilidad por esos hechos y cuando iniciamos el proceso del juicio político, queríamos 
determinar la culpabilidad y la responsabilidad política del señor Presidente de la República o de su gabinete 
con respecto a este hecho en particular. 


Dentro de esta situación confusa, él recibía en el Palacio de Gobierno a personas que tenían orden de captura. 
En esta degradación institucional de la que hablaba, él recibía a personas con orden de captura que se 
paseaban por el Palacio como Juan por su casa, en contraposición a la solicitud de diálogo que iniciaban los 
grandes productores, las asociaciones, etcétera. 


Imprimí fotos de internet que evidencian que estamos ante una masacre. Los primeros efectivos policiales 
que acuden para el desalojo de la propiedad fueron asesinados literalmente porque murieron producto de una 
emboscada. Ellos cumplieron con un protocolo del que nadie se hizo cargo hasta hoy, por el que se establecía 
que la primera avanzada debía tener dos características, una de las cuales era que había que ir desarmados. 
Eso es algo inconveniente porque si se utiliza la fuerza pública es, precisamente, para tener la capacidad 
coactiva que los policías sugieren. De manera contraria, no tiene sentido que ellos vayan; se hubiera enviado 
a un cura, un sacerdote o un ama de casa, pero no a la fuerza pública. Si se envía a la fuerza pública, no se la 
puede mandar desprovista de los instrumentos que le dan capacidad coactiva, que le dan una vitalidad 
especial. Lo cierto es que fueron desarmados y con una actitud pacífica para provocar el desalojo de manera 
pacífica. Cuando la conversación se llevaba a cabo, fueron asesinados tres de los oficiales que conversaban 
con los campesinos. Pero esto no ocurrió en una confrontación mano a mano sino que hubo francotiradores. 
Si hablamos de francotiradores, nos referimos a personas que estaban apostadas a 30 o 40 metros de distancia 
en el monte. De manera contraria, los oficiales y las personas que estaban allí se iban a percatar de la 
presencia de esas otras personas que tiraron al cuerpo. 


¿A dónde tiraron? Acertaron en la cabeza, la sien, la garganta y el tórax. Es decir que hablamos de personas 
altamente especializadas. Para una persona cualquiera es difícil acertar de esa manera desde una distancia de 
40, 45 o 50 metros. Aquí están las fotos que demuestran esto. Les voy a mostrar una foto en la que se ve a 
uno de los asesinados con la herida en el rostro. Aquí hay fotos que demuestran la muerte de otros policías en 
un claro enfrentamiento. Hubo más de cien heridos. 


Tengo otra foto que es bastante particular y reveladora. Supuestamente, se trataba de un enfrentamiento con 
campesinos, pero el cuerpo sin vida que yace aquí es el de un "campesino", entre comillas. Sin embargo, él 


luce un uniforme paramilitar. A su vez, percibo una boina y, sobre todo, se aprecia claramente la cara pintada. 
Entonces, esta persona de campesino tiene muy poco. Esta no es la característica del campesino paraguayo. 


Estamos frente al inicio de una suerte de guerrilla. Por lo tanto, el Congreso tenía que sentar una postura muy 
clara frente a estos hechos y no daba lugar a una duda el inicio de un proceso de juicio político. Esa era una 
actitud que debíamos asumir con absoluta responsabilidad y ya no teníamos espacio para evitar esto. 


Avanzando en el tema del juicio político, quiero decir que es la misma figura que ustedes tienen en el 

artículo 93 de la Constitución uruguaya; no hay mucha diferencia y, por lo tanto, no hace falta mencionar esto 
más profundamente. Sobre esa figura que compartimos uruguayos y paraguayos, quiero decir que existe una 
diferencia y una coincidencia. La diferencia es que nosotros tenemos la posibilidad de iniciar juicio político 
por mal desempeño de sus funciones. Ustedes no tienen esa posibilidad; solo pueden aplicar esto por dos 
motivos particulares: por violación de la Constitución o por delitos graves; a esto se limita el juicio político la 
Constitución uruguaya. Sin embargo, según nuestra Constitución, además de estas dos razones, se puede 
iniciar juicio político por mal desempeño de las funciones, que fue el argumento que utilizamos y 
presentamos como causal. 


En cuanto a la coincidencia existente en ambas Constituciones, quiero decir que tanto en el artículo 93 como 
el 225 no establecen ninguna suerte de procedimiento ni plazos, por lo cual se deriva que la reglamentación 
de este proceso lo tiene que hacer la Cámara juzgadora, que en este caso es la Cámara Alta, la Cámara de 
Senadores. Y eso fue lo que se hizo en el proceso iniciado al señor Lugo. 


Quisiera unos minutos para observar lo que un constitucionalista importante de mi país, el señor Emilio 
Camacho, había dejado plasmado en una obra llamada "Lecciones de Derecho Constitucional". En la página 
139, dice Camacho: "En la Constitución paraguaya la palabra es juicio político, es decir, el concepto mismo 
de juicio está adjetivado como político, en forma inseparable, lo que debe señalarnos ya la primera y 
fundamental diferencia con el campo jurisdiccional y" -aquí viene la parte importante -"con quienes, 
identificando equivocadamente con el proceso judicial, pretenden aplicar todo el rigor procesal a esta 
institución". Con esto dice claramente que no tiene nada que ver un juicio de carácter ordinario con un juicio 
de carácter político. Esto lo dice él, Emilio Camacho. Luego sigue: "El juicio político tiene una naturaleza 
mixta, pues una persona es sometida a un procedimiento político y administrativo donde se busca determinar 
responsabilidades," -es lo que acabo de decir: queríamos determinar la responsabilidad política del señor 
Presidente sobre esos hechos- "del cual puede derivar una sanción: la destitución del cargo, pero no puede el 
Congreso ejercer atribución judicial alguna.” -estamos absolutamente de acuerdo- "Pretender equipararlo" - 
esto también es importante- "a un proceso judicial es desconocer la naturaleza misma del juicio político, 
además de constituir una perversión inadmisible del principio de responsabilidad política, esencial e 
inherente a la democracia misma". 


Mencioné varias veces el nombre de este jurisconsulto, catedrático porque él, el doctor Emilio Camacho, fue 
uno de los abogados defensores en la causa de Lugo y fue la persona que plantó la idea de la falta de 
legitimidad del juicio político porque los plazos que había estimado la Cámara de Senadores, a través del 
Reglamento, no se correspondían con los plazos procesales ordinarios. Esa fue su defensa, pero sin embargo 
él escribe y deja plasmado en una obra de consulta una idea totalmente diferente. Es decir que cuando define 
el juicio político de una manera académica, lo hace de la forma que acabamos de leer y señala, repito: 
"Pretender equipararlo a un proceso judicial es desconocer la naturaleza misma del juicio político"; lo dice él. 
Esta es la definición académica de Camacho, pero cuando hace los discursos políticos en la Cámara, en 
defensa de su defendido el Presidente Lugo, define el juicio político con otra apreciación totalmente 
diferente. | 


En cuanto al tan importante reclamo internacional de las dos horas de tiempo que se otorgaron al Presidente 
Lugo para su defensa -que nos pesa mucho-, quiero significar que fueron mucho más que suficientes. Sobre 
este tema es necesario decir dos cosas importantes. 


En primer lugar, la defensa utilizó una hora y cuarenta minutos. Es decir que faltaban veinte minutos para 
acabar con el tiempo que le fuera concedido. 


En segundo término, al preguntar por segunda vez el Presidente de la Cámara Alta, de la Cámara juzgadora - 
y hay grabación de lo que digo; todo lo que digo tiene pruebas-, a la parte defensora si el tiempo era el que 
iban a usar y si ya no tenían más que presentar, explicó: "Nosotros, en la Cámara, acordamos internamente 


que si el tiempo de dos horas era insuficiente, se les iba a conceder una extensión del tiempo". Lo que nunca 
se iba a hacer era cortar el uso de la palabra en pleno proceso de defensa. Eso no se iba a permitir. Por eso 
ellos acordaron internamente que, ante tanta presión en cuanto al tiempo, no tenían ningún inconveniente en 
extenderlo. Fue una resolución que adoptó la Cámara de Senadores. 


¿Por qué se estableció ese plazo? Es importante conocer esto. En mi país tuvimos, con este, tres juicios 
políticos. El primero fue en el año 1931, en el que el mismo Presidente de la República, que era José P. 
Gugglari, se puso a disposición del Congreso a efectos de determinar su responsabilidad política sobre una 
matanza de estudiantes que protestaban por un tema particular. El se puso a disposición del Congreso para 
determinar su responsabilidad política sobre esos hechos. El juicio duró tres meses. En ese tiempo, el 
Presidente dejó su cargo y asumió el Vicepresidente de la República. 


El siguiente ejemplo data de 1999, año en que se inicia el juicio político al Presidente Raúl Cubas - 
probablemente la mayoría de los aquí presentes haya seguido ese proceso-, a quien se concedieron cinco días 
de plazo para la preparación de su defensa. Al tercer día tuvimos que recoger siete muertos de las plazas. 


El Congreso, en este caso la Cámara Alta, se vio compelida a acortar los plazos precisamente para no generar 
una suerte de crispación mayor a la que ya existía en el país. Los plazos fueron esos para precautelar la 
seguridad pública, y eso fue fundamental. 


Quiero citar a una autor importante del Gobierno, al señor Carrillo Iramain, quien decía claramente en los 
medios de prensa que la cuestión del juicio político no se iba a dilucidar en la Cámara de Senadores sino en 
las calles. Y estoy hablando de una persona de alto nivel académico, cultural, profesional, y un exponente 
claro del Gobierno y del pensamiento del señor Lugo. No estoy hablando de cualquier persona. Tanto es así, 
tanta suerte de crispación y situación incómoda estábamos viviendo, que la Conferencia Episcopal 
recomendó a Lugo dimitir para evitar una ola de violencia. Esto fue publicado en los periódicos, a los que 
tenemos acceso vía internet. La Conferencia Episcopal pidió a Lugo que renunciara para evitar una ola de 
violencia social. Reitero: la Iglesia Católica pidió a Lugo que renunciara para evitar más violencia. 


Entonces, estamos hablando de cuestiones que han forzado a que el tiempo fuera de dos horas y no más. Un 
tiempo que no se utilizó totalmente. Y se le dio casi un día a Lugo para preparar su defensa, contra cinco que 
se le dio a Raúl Cubas, quien tuvo que renunciar al tercer día por la muerte de siete personas. Tampoco 
estamos hablando de un plazo muy exiguo. Casi veinte horas para la preparación de la defensa y dos horas 
para la presentación de la defensa es un plazo bastante suficiente e importante como para que cinco 
abogados, que ejercieron la defensa, pudieran trabajar con holgura. 


Habiendo abordado la cuestión del plazo, el gran reclamo internacional sobre la cuestión del plazo, quiero 
decir que hoy sabemos que no era el punto importante. Hoy, con fe de conocimiento, sabemos que el punto 
importante era el ingreso de Venezuela al MERCOSUR. El gran reclamo internacional sobre el plazo no tiene 
razón de ser por los motivos que expuse. 


Quisiera pasar a otro tema importante: la legitimidad de la medida. El proceso se vio legitimado por dos 
factores fundamentales. En primer lugar, por la presencia y el acompañamiento, durante todo el proceso, de 
los abogados del señor Presidente de la República. La presencia de estos abogados legitimó el proceso. Es 
más: uno de ellos, el principal, dijo en un programa televisivo horas después de la conclusión de juicio 
político, que con respecto a la formalidad el juicio se había adherido a la Constitución nacional. Ellos lo 
dijeron. No hay ninguna suerte de dudas con respecto a la legitimidad del proceso. 


El otro hecho que legitima claramente el proceso es el discurso que hace el señor Presidente de la República 
cuando deja el Palacio de Gobierno. Allí acata y acepta públicamente la resolución de la Cámara juzgadora. 
El lo hace públicamente a través de los medios televisivos. Luego se publica en la prensa oral y escrita que 
Lugo aceptó la destitución y dijo que sale por la puerta grande. Lo dijo él. Al aceptar la separación del cargo, 
aceptó las reglas de juego y que el proceso se ajustó a la ley, a la Constitución. 


Hay un tema importantísimo, una cuestión que legitima mucho más esto, que es de carácter jurídico: la 
actitud de la gente. Nosotros no íbamos a ser capaces de iniciar, continuar y sostener un juicio político sin la 
aprobación de la ciudadanía. Y quiero, en este caso en particular, indicar que el inicio del juicio político no lo 
establece el Congreso como agenda principal. El Congreso establece el juicio político ocho días después de 
los sucesos del 15 de junio; casi una semana después. 


Al día siguiente a los sucesos del 15 de junio, el sábado 16, la Unión de Gremios y Productores del Paraguay, 
que es la unión de productores y de gremios más importante de mi país, que nuclea a todo el sector 
productivo -a los gremios productores de carne y de soja, que son los dos gremios más importantes, hasta las 
asociaciones de amas de casa, de taxistas, de floricultores, etcétera, y a fuerzas sociales-, solicita a través de 
su Presidente el juicio político a Lugo. No estaba en la agenda del Parlamento, y esto sale publicado en la 
prensa, donde se establece claramente que la Unión de Gremios y Productores pide juicio político a Lugo. El 
ingeniero Cristaldo, de la Unión de Gremios de la Producción habló de juicio político contra Fernando Lugo, 
ya que, según el productor, el Presidente y la gente de su Gobierno promovieron la confrontación permanente 
y apoyaron a los carperos. Esto lo dice una persona que no es política ni del sector público; es un productor 
independiente, del sector privado, que lógicamente tiene intereses particulares, privados, que nosotros 
tenemos que precautelar. Esa es la función del Estado 


Entonces, lo que finalmente legitima este proceso es la actitud de la gente. 


Nosotros no teníamos posibilidades de seguir sosteniendo a este Gobierno que era políticamente inviable. Un 
Gobierno -lo repetimos varias veces- que no pudo generar dos aliados en una Cámara de Diputados de 
ochenta miembros, es un Gobierno políticamente inviable, insostenible. La votación -lo saben todos- fue de 
76 votos a favor del juicio político, 1 voto en contra y 3 ausencias. Una mayoría holgadamente superior a lo 
que la Constitución establece, que es apenas una mayoría de dos tercios, que serían 51 miembros. Se 
sobrepasó esa cantidad holgadamente, porque la sociedad estaba presta para esa situación. Había una suerte 
de reclamo social que se venía atajando y atajando. Y lo puedo decir con conocimiento de causa y por formar 
parte de las generales de la ley con mi compañero Clemente Barrios, porque el Partido Colorado era el 
partido al que menos convenía esta situación. En términos reales, lo que hicimos fue una "patriada" -entre 
comillas- al entregar el poder a una institución, a un partido con el que vamos a confrontar en el mes de abril. 
Lógicamente, había que interponer los intereses nacionales a los particulares; estábamos ante una situación 
gravísima en mi país. El señor Lugo no se ocupó de generar consensos, de construir acuerdos con los partidos 
políticos; al poco tiempo de ser electo despreció la participación del Partido Liberal como principal promotor 
de su victoria electoral y quiso gobernar de una forma enrarecida; pero sin las fuerzas políticas, era casi 
imposible generar eso. 


El juicio político se ajustó a la ley; no nos apartamos ni un solo milímetro de ella. Nadie cuestiona este 
proceso, salvo el tema del plazo, que ya dije que no tiene sustento jurídico ni político para ser un argumento 
válido. Hemos actuado en consecuencia a los hechos y asumimos con responsabilidad lo acontecido porque 
hemos actuado con la ley en la mano. 


Quisiera pasar a las sanciones de las que hemos sido objeto en los últimos días, sobre todo con respecto a la 
situación de Paraguay en el MERCOSUR. Creo que está claro que se han violado varios artículos de los 
convenios y los tratados que tenemos en común los países parte del MERCOSUR, empezando por el 
Protocolo de Ouro Preto. En el artículo 37 del Capítulo III se establece respecto al sistema de toma de 
decisiones: "Las decisiones de los órganos del MERCOSUR serán tomadas por consenso y con la presencia 
de todos los Estados Partes". 


La sanción de la que ha sido objeto mi país no se ha tomado con estas características porque no hemos sido 
convocados ni siquiera para hacer nuestros descargos o esclarecer los temas. 


De la misma manera, se ha violado el Protocolo de Ushuaia I, que en los artículos 4” y 5” establece 
claramente y de manera recurrente la necesidad de contar con la presencia de todos los Estados Parte y sobre 
todo del Estado afectado ante una acusación o una posible sanción. Nosotros no hemos sido convocados para 
nada. El artículo 5” establece: "Cuando las consultas mencionadas en el artículo anterior resultaren 
infructuosas, los demás Estados Partes del presente Protocolo, según corresponda de conformidad con los 
Acuerdos de integración vigentes entre ellos, considerarán la naturaleza y el alcance de las medidas a aplicar, 
teniendo en cuenta la gravedad de la situación existente". De aquí deriva la idea mínima de que tendría que 
haberse constituido una comisión del MERCOSUR para establecer la situación real en Paraguay y el 
esclarecimiento de los hechos en una suerte de intercambio de opiniones, etcétera. No se hizo nada. Ustedes 
son absolutamente conscientes de que no se hizo nada de esto. No solamente se atropelló el artículo 4” sino 
también el artículo 5” del Protocolo de Ushuaia. 


El ingreso de Venezuela, como dije en varias ocasiones, me parece lo más grosero, lo más grotesco y lo más 
burdo que la diplomacia de la región haya registrado y vaya a registrar en los próximos cien años. El ingreso 


de Venezuela al MERCOSUR, sin ningún tipo de debate, sin atención a las disposiciones jurídicas y legales, 
también viola el Protocolo de Adhesión de Venezuela. Con los países miembros del MERCOSUR hemos 
firmado un Protocolo de Adhesión, el procedimiento para la adhesión o la inclusión de Venezuela al 
MERCOSUR. Hay un mecanismo muy claro establecido a través de este Protocolo, y voy a dar lectura al 
último artículo ya que me parece muy ilustrativo. Antes quiero aclarar que no tenemos ninguna comunicación 
oficial de la sanción ni de nada. Hasta donde yo sé, como no tenemos ninguna cuestión oficial, tampoco se ha 
cambiado o dispuesto la reforma de este Protocolo que en su artículo 12 dice así: "El presente Protocolo, 
instrumento adicional al Tratado de Asunción, entrará en vigencia el trigésimo día contado a partir de la fecha 
de depósito del quinto instrumento de ratificación". Hasta ahora se depositaron cuatro instrumentos que 
fueron ratificados por los Congresos. Falta el de Paraguay. Nosotros estamos en un proceso de debate 
profundo con respecto a la inclusión y a las dudas que tenemos sobre el aporte económico, cívico, político de 
Venezuela a la región. 


El artículo 12 continúa diciendo: "La República del Paraguay" -¡qué ironía del destino!- "será depositaria del 
presente Protocolo y de los instrumentos de ratificación y notificará a las Partes la fecha de los depósitos de 
esos instrumentos". Es decir que Paraguay es, por decisión de los Estados Parte, actor importante en este 
proceso de adhesión, y no puede estar ausente por razones jurídicas obvias en este proceso. 


Entonces, no solamente se ha violado el Tratado de Asunción, y los Protocolos de Ouro Preto y de Ushuaia, 
sino también el Protocolo de Adhesión de Venezuela. 


Nosotros adherimos a todos los tribunales y, sobre todo, a los procesos de control internacional que existen, y 
de los que hemos sido signatarios junto a otros países. Sin ninguna duda, no somos una nación donde se 
promueva la violencia. Hemos acompañado posiciones muy claras a nivel internacional que consolidan a la 
región como una región de oportunidades, de crecimiento, de complementación real. 


En cuanto a la complementación, no podemos cerrar negocios relativos a energía con este querido país de 
Uruguay, que están trancados por una interpretación un tanto desajustada de parte del Gobierno argentino. Sí 
creemos en la complementación regional: producir lo que sabemos producir y sobre lo que tenemos 
condiciones, y comprar de la región lo que no producimos. Creo que no hay otra fórmula para salir adelante, 
sobre todo desde el punto de vista de la perspectiva regional. Para nosotros el tema energético no es la 
cuestión para tratar en el día de hoy, pero es fundamental. Quisiéramos en breve cerrar esa negociación con 
Uruguay. 


Dentro de ese contexto adherimos y promocionamos los tratados, los convenios, los acuerdos internacionales 
y nos sujetamos a los tribunales y procesos de esclarecimiento de cualquier hecho que nos puedan imputar. 
Lo que no podemos permitir en ningún sentido ni dentro de ningún orden es que los organismos 
internacionales tengan alguna participación o injerencia en una decisión interna. Esto es establecido 
claramente en el artículo 19 de la Carta de la OEA, en consonancia con la Resolución N* 2625 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, que declara: "Ningún Estado o Grupo de Estados tiene el derecho 
de intervenir, directa o indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de 
cualquier otro". Esto está clarísimo. Nosotros no podemos, por una cuestión de carácter moral, ética, 
nacionalista, de principios, delegar nuestra soberanía para que terceros países resuelvan sobre la suerte de 
nuestra nación. Ese es un derecho inalienable al que no vamos a renunciar por más presión, sanción o castigo 
que exista. Cualquiera que entienda la situación antropológica de mi nación, comprenderá los términos, el 
sentido y el peso de lo que estoy diciendo. Y no lo digo, de ninguna manera -¡faltaría más!-, de una forma 
bravucona. De ninguna manera. Lo digo con absoluta sencillez y con la absoluta tranquilidad que me 
confieren la legalidad y la legitimidad de los hechos. 


Quiero terminar mi intervención agradeciendo el apoyo de una mayoría importante del Parlamento uruguayo, 
de esta Comisión y de su Presidente. Sobre todo agradezco la adhesión a esta causa de reivindicación de 
derechos nacionales de miles y miles de uruguayos que hoy, sin ninguna duda, opinan y tienen actitudes a 
favor de Paraguay. Eso nos consolida y nos reconforta inmensamente. Gracias a este querido y noble pueblo 
hermano de la República Oriental del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos dejar constancia de que asisten a esta reunión otros miembros de 
la Cámara de Representantes que no son integrantes de la Comisión, y miembros del Senado de la 
República. 


SEÑOR LÓPEZ CHAVEZ.- Gracias señor Presidente, honorables Senadores y Diputados de la Nación 
uruguaya. 


Soy Presidente de la Comisión de Defensa, Orden y Seguridad de la Cámara de Diputados. Mi participación 
se dio prácticamente en dos áreas. La primera ha sido profundizada por el Diputado Clemente Barrios, quien 
fue uno de los Fiscales Acusadores, junto a quien les habla. 


La participación más importante que tuvimos fue en la intervención y atropello a la soberanía nacional de la 
cual la República de Paraguay ha sido víctima por parte del Canciller Maduro y de los Embajadores de 
Venezuela y de Ecuador. Este hecho lo hemos comunicado y denunciado ante los organismos internacionales 
como la OEA, al señor Secretario Miguel Insulza, a quien presentamos todas las documentaciones y las 
pruebas que demuestran esta injerencia grosera. 


En ese sentido, hemos podido tener conocimiento de que supuestamente el Canciller Maduro, acompañado 
por otras personalidades del sector diplomático, como los Embajadores de Ecuador y de Venezuela, 
participaron de una reunión estrictamente militar dentro del gabinete militar de la Presidencia de la 
República. Como Presidente de la Comisión de Defensa he abierto un expediente en averiguación de estos 
hechos -de los que teníamos conocimiento a través de la prensa-, a fin de individualizar la responsabilidad de 
estos señores. 


Asimismo, hemos citado al ex Comandante de Fuerzas Militares Interino en aquel entonces, General del Aire 
Christ Jacobs, quien manejaba todas las fuerzas militares en reemplazo del General Benicio Melgarejo, quien 
estaba de viaje en China, Tatwan. Este señor General, ante la Comisión de Defensa, en la que estaban 
presentes todos los miembros, ratificó que fueron convocados por el Comandante en Jefe del Presidente Lugo 
y que de esa reunión en la sala del gabinete militar participaron el Canciller Maduro y los Embajadores de 
Venezuela y de Ecuador. 


Lo más preocupante de esta situación es que evidentemente el Canciller Maduro ha ejercido una suerte de 
presión y hasta, si se quiere, ha cometido hechos delictivos, previstos y penados en el Código Penal 
paraguayo: precisamente, la coacción a órganos constitucionales. Por ende ya se ha abierto una causa en la 
investigación de estos hechos ante la Fiscalía. Fue designada la doctora Stella Maris Cano, quien lleva 
adelante este procedimiento penal. 


En ese sentido y para configurar el hecho cometido por el señor Maduro, cuando se reunieron con la alta 
cúpula militar -estaban presentes el Comandante de la Armada, el Almirante Benítez Fromherz, el ex 
Comandante del Ejército, General Adalberto Garcete, el ex Jefe del Gabinete Militar, General Vallovera, así 
como también el ex Comandante de la Guardia y Regimiento de la Presidencia, Coronel Freide Amarilla-, 
han manifestado que el señor Maduro les dijo que tendrían que haber sacado un comunicado por el cual las 
Fuerzas Armadas desconocían el procedimiento de juicio político y que iban a reconocer como único 
Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas de la Nación al señor Fernando Armindo Lugo Méndez, por lo 
que no iban a acatar la resolución del Congreso. 


Podemos ver que hay una contraposición a estos hechos porque el Presidente convocó a estos altos jefes 
militares para decirles que iba a someterse al procedimiento de juicio político y que iba a acatar la decisión 
del Senado. Sin embargo, como Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas de la Nación dejó en la 
conducción del uso de la palabra, y prácticamente en la arenga que posteriormente se dio, al Canciller 
Maduro, quien ofició de portavoz y logró materializar aquella amenaza, diciendo que si las fuerzas militares 
no acompañaban esta propuesta, Paraguay sufriría consecuencias indeterminadas que recaerían en la 
responsabilidad de estos militares. 


A esta propuesta y al nuevo proyecto de comunicado de las fuerzas militares, el Comandante de aquel 
entonces, General Christ Jacobs se negó por no tener asidero constitucional. Ellos realizaron otro comunicado 
por el cual se sometían a las instituciones creadas y previstas en la Constitución nacional y, en todo momento, 
a la democracia. Prácticamente nada más que dos renglones. 


En ese sentido, pudimos ver también y quiero ratificar la presencia del señor Maduro, no solamente a través 
de las declaraciones de estos altos exponentes militares que estuvieron presentes en aquella reunión sino 
también a través de un video, un material audiovisual que se tomó desde el Palacio de Gobierno. En este 


video podemos ver la presencia de Maduro, también la entrada de los altos militares, y por cierto hoy día esto 
se puede leer en la prensa uruguaya. Estuvimos viendo en medios de prensa local parte del video donde está 
entrando esta gente. 


También, señor Presidente, honorables legisladores, pudimos ver que evidentemente las Fuerzas Armadas se 
han sentido coaccionadas. No es la primera vez ni tampoco es una casualidad, porque precisamente anoche 
estábamos hablando con el Diputado Cárdenas -el Presidente de nuestra Comisión de Relaciones Exteriores-, 
que participó de la reunión con los Cancilleres en el Congreso nacional, específicamente en la oficina del 
Presidente de la Cámara de Senadores, y el señor Maduro se refirió en los mismos términos que se ha 
referido a los militares; o sea que, evidentemente, ya tenía el libreto preparado. Fue descortés, si se quiere 
grosero y amenazante con los miembros del Congreso Nacional de la República de Paraguay. Pero más allá 
de que haya cometido este tipo de hechos ante el Congreso, radica no solamente la importancia sino la 
gravedad de que estos mismos términos ha utilizado ante las fuerzas militares para lograr un hecho que 
realmente podía desembocar en violencia y, por sobre todas las cosas, en ruptura del orden constitucional y el 
Estado de derecho. 


Cabe mencionar también un hecho anecdótico que pinta y demuestra la mala intención del ex Presidente 
Fernando Lugo. El Presidente del Congreso Nacional, el doctor Jorge Oviedo Matto había solicitado, en su 
carácter de tal, refuerzos de seguridad a ser remitidos por las Fuerzas Armadas de la nación. Eso fue 
corroborado por el General Christ y el Almirante Benítez Fromherz, quien ya tenía todas las tropas de la 
infantería de marina para remitir a fin de que brindaran la seguridad necesaria al Congreso nacional. Sin 
embargo, el Presidente Lugo jamás autorizó esto, y las fuerzas policiales ya se encontraban rebasadas. Yo fui 
testigo presencial de aquellos hechos, porque como fiscal acusador vino ante mí, muy preocupado, el jefe de 
seguridad de la Cámara de Diputados -un comisario -y me manifestó que ellos apenas tenían veinte hombres, 
que se había retirado la guardia militar y que venía una manifestación de entre mil y dos mil personas, que 
eran muy violentos y querían atropellar el Congreso a fin de evitar el voto de censura para la destitución del 
ex Presidente Lugo. Nos habían ofrecido salir con vehículos de la Policía nacional y francotiradores de la 
FOPE, la fuerza especializada de la Policía nacional. 


Todos esos pormenores, hechos de violencia, amenazas contra nuestra seguridad física y jurídica, hemos 
pasado en aquellos momentos. Hemos visto que en todo momento, el ex Presidente Lugo, si bien dio 
mensajes ambiguos, también evitó brindar la seguridad que necesitaba el Congreso nacional. Gracias a Dios 
no se han dado desmanes; la Policía pudo controlar para evitar que haya derramamiento de sangre. 


Señor Presidente, honorables parlamentarios: quiero decir que Paraguay ha sido víctima de muchos 
vejámenes. Nos han aplicado como causal de suspensión que no se dio el derecho a defensa al ex Presidente 
Fernando Lugo como correspondía. Sin embargo -ya lo dijo el colega Cárdenas-, se le dieron dieciocho horas 
para que presentara sus pruebas. Se le dieron dos horas para expresarse ante la Cámara de Senadores. Sin 
embargo, la República de Paraguay ha sido víctima de la violación del debido proceso y de la violación 
flagrante de la defensa en juicio. No se nos ha escuchado ni siquiera cinco minutos para aplicarnos una 
sanción tan grave como la suspensión. Lo más triste es, señores parlamentarios, que la misma causal que se 
nos ha aplicado para la suspensión es, precisamente, la causal que ellos no nos están dando. 


Entonces, venimos aquí para poder explicar in situ todos estos hechos. Sobre todo, nos hemos documentado y 
vamos a enviar los antecedentes que ya entregamos al señor Secretario General de la OEA, con el que 
también estuvimos reunidos. Agradecimos que se hayan interesado y que antes de tomar cualquier tipo de 
sanción arbitraria, por lo menos nos hayan escuchado y nos hayan dado la oportunidad de hacer el descargo 
correspondiente. Bajo este contexto, les vamos a remitir todos los antecedentes de estos hechos para que 
ustedes puedan analizarlos y creen su propia conclusión de los hechos ocurridos y acaecidos en la República 
del Paraguay. 


Desde la Comisión de Defensa, ese es el informe que me ha tocado vivir. Por ende, eso es lo que puedo 
manifestarles y les agradezco el precioso tiempo que ustedes, señores legisladores, nos han dado para poder 
explicar estos hechos. 


SEÑOR MINEUR.- Simplemente quiero puntualizar algunas cuestiones que hacen a la contundencia 
de la explicación realizada por nuestro Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, que preside 
esta delegación que llega hasta ustedes. Seguros de que Uruguay es un país fraterno, hemos decidido 


integrar y solicitar esta reunión tan importante, porque nos permite comunicar de manera objetiva lo 
que realmente ocurrió dentro del marco constitucional establecido y de un proceso totalmente 
meditado claramente antes de la actuación por los partidos políticos, en una rápida acción. 


Lo que ha mencionado el Presidente de nuestra Comisión de Relaciones Exteriores, haciendo referencia a 
uno de los abogados defensores del ex Presidente Fernando Lugo, que decía que el plazo era muy corto, 
también tiene una correcta explicación, que sale de su propia obra, en el Auto Interlocutorio N* 1533, que se 
nutre en el considerando de las propias afirmaciones en esta obra académica y donde se desestima la acción 
de inconstitucionalidad presentada en contra del proceso legítimamente llevado adelante por el Congreso de 
la nación. 


Es conveniente también puntualizar en torno al plazo de la defensa tomando un solo ejemplo. Una de las 
causales hablaba de la utilización de los cuarteles para la realización de actos o mitines políticos. Esto ha 
generado la reacción de la clase política y de la representación parlamentaria en torno a lo que establece el 
artículo 192 de la Carta Magna del Paraguay, que ha realizado sendos pedidos de informes. Estos informes 
tienen sus respuestas que tienen el mismo rango constitucional; solo basta recurrir al archivo, traer la misma 
documentación, porque no puede existir una diferencia entre la respuesta oficial y constitucional dada en el 
momento de la realización de aquel acontecimiento y en el acontecimiento del juicio político. Valga de 
ejemplo. 


Nosotros estamos utilizando este mecanismo de relacionamiento, que creemos absolutamente viable, para 
que los que nos escuchan y los que analizan dentro de la región la realidad política que hoy estamos viviendo, 
tengan seguro que la vigencia de las instituciones es plena, que en Paraguay se vive en paz, que hoy existe un 
entendimiento entre los partidos políticos que tienen representación parlamentaria, y existe un compromiso 
del Parlamento nacional de acompañar, como en todo momento se ha hecho, los planes, los proyectos que 
han sido presentados al Poder Legislativo. Como anécdota, se deja claro que en un solo día, en dos sesiones 
que se realizan con un intervalo de dos horas, hemos aprobado montos altamente millonarios para realizar el 
combate, a través del Ministerio de Salud, de la epidemia de dengue. Lo mismo ocurre con otras medidas que 
se presentan con carácter urgente, que sin mucho más trámite se estudian, inclusive cuando la propia Cámara 
de Diputados se instala como Comisión, de modo de acelerar el proceso y acompañar con diligencia los 
pedidos del Poder Ejecutivo. 


También quiero recalcar que la puntualización hecha sobre el detonante de esta situación, que es el hecho 
sucedido lastimosamente en Curuguaty, permite concluir que la vigencia del protocolo que se utilizaba en 
aquel entonces tenía antecedentes que demostraban que su utilización era inviable. Nosotros tenemos hoy, 
lastimosamente, un grupo falsamente denominado político -porque es un grupo criminal-, que es el Ejército 
Paraguayo del Pueblo -el EPP-, que en varias ocasiones ha utilizado hechos criminales para lograr llamar la 
atención, como secuestros. Se ha atentado contra fortines y unidades militares; se han quemado comisarías. 
Eso permite concluir que la utilización del protocolo desarma a la Policía y la hace poco efectiva cuando se 
necesita utilizar la fuerza de una manera correcta. Se ha premiado al Comandante que estaba en el operativo 
en Curuguaty poniéndolo como uno de los altos jefes de la Policía. 


En fin: hoy recurrimos a esta medida porque nos encontramos avasallados por la actitud asumida por los 
Cancilleres en el momento de la visita, una visita totalmente distinta a la que asume una misión que concluyó 
el día de ayer la OEA. Es una intromisión en asuntos internos. 


Para nosotros, el Palacio de Gobierno es un símbolo histórico, tiene un sentimiento con la patria, y fue 
utilizado por personas que en algún momento quisieron dar órdenes a nuestras Fuerzas Armadas, que también 
tienen su historia y su vigencia plena como institución; inclusive, muchos altos mandos militares se han 
negado a participar. No estuvo presente en ese momento el Comandante de las fuerzas militares. El 
Comandante de la Fuerza Aérea, el General Christ concurre a la Comisión de Defensa y de sus declaraciones 
surge la necesidad de convocar a otros mandos militares. Las grabaciones que se han entregado ayer a la 
prensa -hoy uno de los periódicos lo ubica como tapa- indican claramente que el Canciller Maduro, 
conjuntamente con los Embajadores de Venezuela y Ecuador, estuvieron en el Palacio de López reunidos con 
altos mandos militares. 


La explicación hecha por el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores de nuestra Cámara fue 
extensa, detallada y demuestra claramente lo que ocurrió. Sostenemos con toda contundencia y sin temor a 


equivocarnos que la decisión política de llegar a esta situación extrema se da en el marco de la Constitución. 
Aquí no se han generado avasallamientos y estamos hoy ante una situación en la que tenemos que explicar lo 
que ocurrió y las consecuencias de esto, de modo de lograr la solidaridad de los colegas de los otros 
Congresos y, a partir de ella, conseguir que se nos reconozca nuestra soberanía, nuestra independencia. El 
año pasado estábamos festejando los doscientos años de vida independiente. Hoy estamos en el primer año 
camino al tricentenario, y es un poco injusto que, sin darnos la posibilidad de llevar una correcta información, 
se tomen decisiones que nos obligan a estar hoy aislados. Somos un país mediterráneo. No tenemos la suerte 
de los países que tienen litoral atlántico y que forman parte del MERCOSUR conjuntamente con nosotros. 
Solicitamos que se recuerde aquella inspiración denominada MERCOSUR y suscrita, justamente, en el 
Banco Central del Paraguay, donde los Jefes de Estado concurren y se concreta el Protocolo Constitutivo del 
MERCOSUR. 


También tenemos que salir a trabajar en el UNASUR, en el Parlatino, en varios sectores, en varios 
organismos. Tengan también la seguridad de que con el mismo afán, con las mismas ganas, trabajaremos en 
el orden interno, porque hoy existe la posibilidad clara y concreta de que, a través de la gobernabilidad, se 
concreten hechos, actos, programas y proyectos de Gobierno que beneficien a la ciudadanía paraguaya y 
honren a la nación. 


Por mi parte, es todo. Agradezco la oportunidad que nos brindan. Solicito la solidaridad y que nos permitan 
mantenerlos informados porque nuestra opinión también va a permitir que la información que tengan les 
permita tomar una decisión correcta en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al Diputado Enrique Julio Mineur, Vicepresidente de la 
Comisión de Defensa y miembro de la Comisión de Relaciones Internacionales de la Cámara de 
Diputados del Paraguay. 


Vamos a conceder la palabra, con mucho gusto, al Diputado Clemente Barrios, Presidente de la Comisión de 
Justicia y Trabajo, miembro de la Comisión de Relaciones Internacionales y ha sido uno de los cinco fiscales 
acusadores en el juicio político al ex Presidente Fernando Lugo. 


SEÑOR BARRIOS.- Gracias, señor Presidente, honorables Senadores y Diputados. Antes que nada, 
agradezco la oportunidad que brindan a esta delegación de parlamentarios de mi país para que de 
primera mano ustedes puedan tener informaciones más precisas de los últimos acontecimientos que 
sucedieron en el Paraguay. 


Quiero solamente hacer una síntesis de todo lo manifestado por el Presidente de la Comisión de Relaciones 
Exteriores, el Presidente de la Comisión de Defensa y el Diputado Mineur, para enfatizar de nuevo que el 
proceso del juicio político llevado adelante se funda en un artículo constitucional, que es el artículo 225 de la 
Carta fundamental de mi país. Ahí se marca el procedimiento para el juicio político, y la Cámara de 
Diputados y la Cámara de Senadores no han salido del espíritu y de la letra de ese artículo constitucional para 
llegar al objetivo que era absolver o condenar al Presidente Lugo, sometido al juicio político. 


Este hecho no tiene antecedentes en nuestra historia democrática, ya que el Presidente Guggiari, en 1931, se 
sometió voluntariamente al proceso de juicio político, solicitó permiso y luego de tres meses fue absuelto y 
volvió como titular del Poder Ejecutivo en aquel entonces. El segundo juicio político se hizo al Presidente 
Cubas, en marzo de 1999. No pudo culminar por el hecho de que manifestantes que respondían, por un lado, 
al Presidente Cubas y, por otro, a los sectores que pedían su destitución a través del juicio político se 
enfrentaron con gran violencia en la Plaza de Armas. Como consecuencia de ello, hubo siete muertos 
paraguayos. Eso hizo que el Presidente Cubas, antes de culminar su defensa, renunciara y se asilara en la 
República de Brasil. El procedimiento llevado a cabo al Presidente Lugo fue ciertamente breve pero no se 
apartó en ningún momento de lo que prescriben la Constitución nacional y las resoluciones adoptadas por el 
Senado para llevar adelante el proceso. El Presidente Lugo, en varias manifestaciones públicas, se había 
sometido al juicio político y había anunciado que acataría las decisiones que se tomaran, cualquiera sea el 
sentido. 


Lo que más lamentamos luego de este proceso de juicio político es la intromisión de extranjeros en las 
cuestiones internas de nuestro país. El Canciller Maduro, de Venezuela, en pleno Palacio de Gobierno, donde 


reside la soberanía del pueblo paraguayo, ha ido a arengar a los altos mandos para que se alcen contra nuestra 
Carta fundamental. 


El pueblo paraguayo es consciente en este momento de que nuestro mayor contrato social, que es nuestra 
constitución nacional, tiene plena vigencia para los paraguayos. Es por eso que cuando culmina el juicio 
político todos los órganos constitucionales siguen funcionando normalmente. Los tres Poderes del Estado, los 
órganos institucionales como las Fuerzas Armadas, las Fuerzas de la Policía Nacional, acataron en su 
totalidad la decisión asumida por el Congreso. Y el pueblo sigue en paz, con sus actividades normales, de 
rutina. El comercio sigue funcionando; todos nuestros derechos consagrados en la Constitución nacional: la 
libertad de expresión, el libre tránsito, etcétera, se ejercen plenamente por los ciudadanos paraguayos. 


Señor Presidente: esta delegación tiene el deber de manifestarle que esperamos la solidaridad de los 
hermanos uruguayos, con quienes nos unen, desde los hondones de nuestra historia, relaciones muy fuertes. 
Los paraguayos no olvidamos que en nuestra tierra, el doctor Gaspar Rodríguez de Francia acogió al General 
Artigas, le dio asilo y dentro de la mayor dignidad le permitió vivir en nuestra patria. Son lazos históricos que 
nos unen muy fuertemente. Esperamos esa solidaridad en el sentido de que desde esta Comisión de 
Relaciones Internacionales se pueda iniciar un proceso a través del cual podamos revertir la situación en que 
nos encontramos en este momento. Sin ser oídos, hemos sido suspendidos en dos órganos importantes para 
nuestro país: UNASUR y MERCOSUR. 


También pedimos que desde esta alta instancia parlamentaria el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay pueda restablecer plenamente sus relaciones con nuestra patria. 


Por último, agradecemos nuevamente la oportunidad que nos brindan de ser escuchados. Sepan ustedes que 
vamos a llevar a nuestro pueblo la impresión de que tuvimos una reunión entre hermanos auténtica. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer unas preguntas a los efectos de precisar algunas de las 
informaciones que hemos recibido, que pueden ser contestadas o no, aunque consideramos muy 
importantes desde el punto de vista procesal para la información que recogemos. 


¿Cuándo fue la reunión en el Senado de los Cancilleres que viajaron, entre los cuales presumimos que estaba 
el de Uruguay? ¿Con quiénes fue? ¿Qué Cancilleres participaron de esa reunión? 


SEÑOR CÁRDENAS.- Recibimos en el Congreso, en el despacho del señor Presidente de la Cámara de 
Senadores, Jorge Oviedo Matto, a los Cancilleres que estaban reunidos en Río +20, que llegaron creo 
que en número de doce. Entre ellos estaban Almagro, Patriota -de Brasil-, Maduro -por supuesto-, y en 
ese despacho se les atendió el viernes 22, el segundo día del proceso del juicio político, el día en que se 
daba lugar a las cuatro sesiones de la Cámara juzgadora a los efectos de establecer el proceso. Tanto 
fue así que la primera sesión tenía que dar inicio a la hora 12 y la reunión se estimó para la hora 11. 
Llegaron un poquito tarde, un poco atrasados y se los recibió a la hora 11 y 20. 


Hubo una suerte de intercambio de pareceres. El señor Maduro fue el que llevó la voz cantante de ese grupo. 
Había pocos parlamentarios ahí: el Presidente de la Cámara de Senadores; Marcelo Duarte, Senador, 
constitucionalista. que explicó el proceso en términos jurídicos; el Senador Julio César Velázquez, el Senador 
Rogelio Benítez y quien les habla, y toda la comitiva de Cancilleres. En principio, teníamos una postura 
principista realmente asumida; esa es la realidad. Los votos fueron producto de una decisión política que 
asumimos ante una situación extrema. 


Esta conversación se dio dentro de un marco de cordialidad, que nos caracteriza, entendiendo que la 
presencia de los Cancilleres representaba una garantía al proceso que estábamos iniciando, y lo dijimos en 
ese encuentro. Sin embargo, a la hora 11 y 55 de ese viernes 22 de junio -cuando debía concluirse ese 
encuentro porque tenía que comenzar la primera sesión del juicio político- nos llevamos una gran sorpresa 
cuando se paró el Canciller Maduro -realmente nos sorprendió su estilo para dirigirnos la palabra- y nos dijo: 
"Vinimos a tenderle una mano de ayuda. Hubiéramos querido llevar un mensaje diferente al señor Presidente 
de la República. Por lo visto, no tuvimos la capacidad de cambiar la decisión adoptada por este Congreso. 
Asuman ustedes las consecuencias de los hechos". Luego se retiran él y la comitiva. La verdad es que no 


pudimos reaccionar. Perdimos la capacidad de reacción porque fue un hecho que salió del tenor de la 
conversación. Estábamos conversando de manera muy tranquila, diplomática y pacífica, y esto nos 
sorprendió. Nadie atinó a decir nada. Nadie reaccionó y estábamos en hora de dar inicio a la primera sesión 
de la Cámara de Senadores, la Cámara juzgadora. Es así que la reunión finalizó con ese hecho. 


Quiero recordar -aunque no sé si forma parte de su consulta, señor Presidente -que lo que hoy publica "El 
Observador" en primera plana, que es la foto del encuentro del Canciller con las fuerzas militares -aquí lo 
puede aclarar el Presidente de la Comisión de Defensa-, se hizo durante el proceso de juicio político. La 
comitiva se retira a la hora 11 y 55 y en horas de la tarde, cuando estábamos desarrollando el proceso del 
juicio político, se realiza el encuentro que hoy sale publicado en la primera plana de "El Observador"; eso se 
hizo en pleno proceso. Es más: no quiero hablar con desconocimiento de los hechos, pero entiendo que fue a 
última hora de la tarde y aquí el Presidente de la Comisión de Defensa lo puede confirmar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, mi segunda pregunta era si tenían constancia del día y hora 
que tuvo lugar esa reunión. Cuando se habla del proceso de juicio político, ¿era la reunión de la 
Cámara o del Senado? 


SEÑOR CÁRDENAS.- Era la reunión de la Cámara juzgadora. El proceso de juicio político se 
estableció con cuatro sesiones. Entonces, la Cámara de Senadores iniciaba su proceso ese viernes. 


SEÑOR LÓPEZ.- Quería aclarar que la reunión que llevó a cabo el gabinete militar en el Palacio de 
López fue el mismo viernes 22. A la hora 14 fueron convocados y a la hora 16 se hizo esta reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me ha pedido la palabra el señor Diputado Mahía, Vicepresidente de la 
Comisión y representante del Frente Amplio. 


SEÑOR MAHÍA.- Antes que nada, quiero decir que es en honor a las tradiciones democráticas y 
republicanas del Parlamento uruguayo que estamos compartiendo esta reunión. Entendíamos que era 
oportuno que este sea un lugar o espacio político donde, en este caso los legisladores de la hermana 
República del Paraguay, dieran sus puntos de vista sobre estos asuntos, como seguramente otras 
organizaciones de ese país que también darán su visión sobre los hechos a este Parlamento y a esta 
Comisión en concreto. Lo digo, fundamentalmente, porque -como decía el señor Presidente de la 
Comisión al comienzo- todo esto quedará registrado en la versión taquigráfica y además hay un 
registro de lo que se está diciendo. Una cosa es escuchar y atender todos los puntos de vista que han 
sido expresados en Comisión y otra, muy distinta, significaría -pero no lo es- que con nuestra presencia 
convalidáramos argumentos, fundamentos aquí expresados. Aquí estamos escuchando la versión de la 
delegación de la Comisión de Relaciones Internacionales, pero bajo ningún concepto entendemos que 
esta Comisión -salvo resolución expresa- convalide nada de lo que aquí se ha dicho. 


En segundo lugar, el señor Presidente de la Comisión muy bien hizo referencia a la larguísima historia en 
común que tenemos entre el Paraguay y el Uruguay. Esto tiene que ver ni más ni menos que el prócer de la 
patria uruguaya, José Artigas. Para nosotros, ese es el punto más neurálgico de esa larga y rica historia -que, 
seguramente, continuará- de hermanamiento entre los pueblos y las instituciones del Paraguay y del Uruguay. 


Por otra parte, quiero dejar dos o tres constancias. La primera es la siguiente. Escuché que había una 
adhesión del pueblo uruguayo a las acciones realizadas en Paraguay. Quiero dejar constancia que eso, como 
una vez bien dijo un ex Presidente del Uruguay, dependerá de la vereda por donde uno camine. Acá no hubo, 
desde nuestro punto de vista, ninguna adhesión popular a los hechos acontecidos en Paraguay. Quizás, quien 
lo dijo, el Presidente de la Comisión de Relaciones Internacionales del Paraguay, tuvo esa impresión de las 
personas con las que se entrevistó y demás y será legítima, pero refiere a quienes expresamente adhirieron a 
las acciones expresadas o escucharon su punto de vista. Eso no representa al pueblo uruguayo en su conjunto. 
Para quienes representamos, desde distintos ángulos, al pueblo uruguayo es difícil afirmar eso aquí. 


Simplemente, vamos a dejar alguna constancia más porque vamos a ser breves dado que no vamos a 
polemizar con nuestros colegas del Paraguay sobre lo acontecido en la hermana República del Paraguay. Es 
más: dentro de un par de horas aproximadamente habrá una sesión en la Cámara en la que, entre los colegas 
uruguayos nos diremos todo lo que tengamos que decirnos, expresaremos nuestros puntos de vista sobre esto 


y, naturalmente, será la Cámara la que se exprese o no sobre estos hechos, de acuerdo con las mayorías, que 
no me gusta decir circunstanciales, porque las mayorías son democráticas; a veces a uno le tocan a favor y 
otras, en contra; son las que son. 


Por lo tanto, queremos dejar constancia de nuestra posición, a través de dos documentos. Esto supone dejar 
sentada la posición del Gobierno uruguayo, del Poder Ejecutivo, que palabras más, palabras menos, dice lo 
siguiente: "El Gobierno de la República manifiesta que cuando los presidentes son electos por el pueblo se 
deben establecer las máximas garantías de estabilidad a esa decisión soberana. En ese sentido, se sostiene que 
las autoridades legítimas de los países de nuestro continente son aquellas que provienen del voto popular, el 
verdadero soberano para elegirlas. La rapidez y urgencia de los procedimientos seguidos para el juicio 
político del Presidente Lugo, con características de juicio sumario, no condicen con las garantías esenciales 
del debido proceso, especialmente teniendo en cuenta la brevedad de los plazos y que aún no han terminado 
las investigaciones de los desgraciados hechos ocurridos el pasado 15 de junio. La imposición de un nuevo 
Presidente en estas condiciones, no condice con las prácticas democráticas fundamentales que debemos 
preservar en la región. Los antecedentes de inestabilidad en la misma, hacen imprescindible mantener el más 
pleno respeto a las cláusulas democráticas del MERCOSUR y UNASUR. Esperamos que la República del 
Paraguay pueda convocar a su pueblo tan pronto como sea posible para elegir nuevos gobernantes". Esta es la 
expresión del Poder Ejecutivo, del Gobierno uruguayo al respecto. 


La otra cita tiene que ver con todo lo que ustedes ya conocen de UNASUR y su preocupación por los 
acontecimientos desarrollados en Paraguay, material que luego podremos adjuntar a la versión taquigráfica. 
Sí queremos dejar constancia que en el caso concreto de la UNASUR, el documento lleva la firma de 
representantes de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, Perú, Surinam, Uruguay y 
Venezuela. Es decir que esto fue apoyado por países que tienen distinto signo político, distinta orientación en 
sus Poderes Ejecutivos y composiciones en sus Parlamentos. Hace cincuenta o sesenta años, en nuestros 
países de América del Sur, este tipo de circunstancias no generaba reacciones o pronunciamientos de 
organismos en estos términos, pero bienvenido sea que se haya formulado así -esa posición referida a las 
cláusulas democráticas- y de que se haya hecho pronto. 


Podría tentarme y hacer otras argumentaciones, pero prefiero que los fundamentos los expresemos en Sala, 
no por no decirlos acá sino por exponerlos en forma más contundente y rigurosa, en el seno del Parlamento 
uruguayo, del plenario de la Cámara y, reitero, esa sesión tendrá lugar en unas horas. 


Cierro mi exposición señalando lo del comienzo: naturalmente, esta es una actuación institucional del 
Parlamento para recabar los puntos de vista de la delegación del Parlamento paraguayo aquí presente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En estas circunstancias quiero señalar lo siguiente. 


Nosotros recibimos una solicitud de entrevista de los colegas de la República del Paraguay, en calidad de 
miembros de la Comisión de Relaciones Internacionales y la decisión de recibirlos fue tomada por todos los 
sectores políticos, a partir de una sensibilidad democrática que el Uruguay tiene y que se expresa de este 
modo; no podíamos reaccionar de otro modo. 


Esta es una instancia en la que nosotros apreciamos, especialmente, la información que se recibe. Tengo mi 
posición sobre la situación del Paraguay; no la voy a expresar aquí, porque no corresponde. Lo que sí 
corresponde es que tenga oídos bien abiertos y un espíritu fraterno que me permita conocer la situación, 
basándonos en vuestras informaciones, y agregar nuevos elementos de juicio que me permitan perfeccionar 
las decisiones que he asumido políticamente. Todo esto está enmarcado en el propósito de que ambientemos 
un espíritu fraterno que nos tiene que ayudar aún en las diferencias. Por eso, exhorto a nuestros colegas 
legisladores que eviten generar, con sus exposiciones, una instancia de debate sobre las afirmaciones que se 
realizan porque me consta que los señores Representantes del Paraguay -como políticos avezados y 
responsables que son-, están informados, no solo de las decisiones que ha tomado el Gobierno del Uruguay 
en el ejercicio de sus competencias sino también los Partidos Políticos del Uruguay, en las distintas instancias 
en las que se han expresado sobre la situación, lo que no puede ser un obstáculo para ese espíritu fraterno y 
decidido de cooperar con Paraguay en todo lo que nos sea posible. Es así que exhorto a que evitemos ingresar 
en un plano de discusión sobre argumentaciones porque me parece que debemos preservar este espacio, este 
ámbito y esta decisión política de reunirnos. 


Considero que esta instancia es muy importante. Para el Parlamento de Uruguay es mucho más trascendente 
que el debate que podamos tener en la tarde o el que pueda haber en el Senado o en otras instancias. Me 
parece que esta es una parte del ejercicio de la responsabilidad de los parlamentarios en una visión nueva, 
moderna de la relación entre los parlamentarios, con ese concepto de la "diplomacia parlamentaria" -entre 
comillas- que mucho ayuda a los países a que puedan comprenderse mutuamente. 


En ese sentido, mi exhortación es básicamente a los colegas del Uruguay. Obviamente, a los visitantes no 
puedo más que concederles la palabra si me la piden, pero desearía que mantuviéramos la circunstancia de 
recibir información para después administrarla como corresponde. 


Me solicita la palabra el señor Diputado Peña Fernández, representante del Partido Nacional en esta 
Comisión. 


SEÑOR PEÑA FERNÁNDEZ.- Damos la bienvenida a los colegas. 


Como es público, nuestro Partido sí ha tomado posición, pero en particular, quería saludar a los colegas del 
Paraguay como representantes democráticos del pueblo paraguayo y representantes de todos los Partidos 
Políticos y tan electos popularmente como los que estamos aquí. Digo esto, antes que nada, para dar por 
tierra a algo que se viene parafraseando y escuchando en muchos países. Aquí estamos ante representantes 
del pueblo, de un pueblo hermano como es el Paraguay. 


En particular, también quiero felicitar la iniciativa del Presidente de la Comisión por contar con la presencia 
de ustedes hoy aquí. 


Desde nuestro Partido, lo que podemos hacer es brindar el más amplio apoyo para la reconstrucción de la 
democracia en el Paraguay. Consideramos que todo se ha hecho en forma ajustada al Derecho y a la 
Constitución. Más allá de eso, en el continente ha habido resoluciones que han afectado duramente al 
Paraguay. 


Por tanto, creo que hay que ir adoptando posicionamientos en base a la realidad que nos va brindando la 
región y a las posibilidades que tenemos todos los que actuamos democráticamente y queremos democracia 
plena en nuestro continente. 


En primera instancia, nuestro trabajo será de apoyo, pero sobre todo, apuntando a que sientan en el Uruguay, 
y particularmente en el Partido Nacional, el apoyo expreso para trabajar a fin de reconstituir la normalidad en 
el continente. 


Sabemos que la fecha de las elecciones nacionales está marcada. Vamos a trabajar en ese sentido y cuenten 
con nosotros para ser testigos de lo que siempre han sido en el Paraguay elecciones libres, democráticas, a fin 
de que se acceda de la misma forma que el ex Presidente Lugo accedió a la Presidencia de la República y 
muchos de ustedes, al Parlamento nacional. 


Tenemos claro esto; hemos seguido personalmente el proceso. Creemos que Paraguay ha sido castigado 
injustamente, no solo en este ámbito, también lo ha sido en el Parlamento del MERCOSUR. Hemos asistido 
en la cumbre de Mendoza a todo lo que ha sucedido. 


Desde el Partido Nacional queremos expresarles nuestra más amplia solidaridad, nuestro más amplio 
reconocimiento del proceso. Tenemos claro que estamos ante representantes del pueblo, representantes 
electos de forma popular y democrática. 


Esperemos que esta instancia sirva también para que de hoy en adelante se comience a transitar el camino de 
expresarse a través de la verdad, no solo en el Uruguay sino en el resto del continente. 


Esa era la constancia que queríamos dejar, sin ahondar en el proceso interno, lo que seguramente hagamos en 
el plenario en los próximos minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pide la palabra el señor Diputado Posada, miembro del Partido 
Independiente. 


SEÑOR POSADA.- Es un gusto tener a esta delegación de Diputados paraguayos, integrantes de la 
Comisión de Relaciones Internacionales de la hermana República del Paraguay. 


Ciertamente, nosotros, los uruguayos, tenemos una deuda de gratitud con el Paraguay por haber dado en su 
momento acogida a José Artigas. También tenemos una deuda de responsabilidad histórica porque los 
uruguayos sentimos como un hecho particularmente negativo de nuestra historia la participación de nuestro 
país en la Guerra de la Triple Alianza, lo que fue realmente una masacre del pueblo paraguayo. Por tanto, 
desde ese punto de vista, esa deuda, esa responsabilidad histórica hace que las decisiones de Uruguay 
siempre deban tener una expresa idea de esas responsabilidades históricas que los uruguayos tenemos 
respecto de nuestra relación con la hermana República del Paraguay. 


Tradicionalmente, el Uruguay ha establecido como principios rectores de su política la no intervención y la 
autodeterminación de los pueblos. Advierto que estos principios rectores son para países como los nuestros, 
como el Paraguay y el Uruguay. Estos países pequeños tienen la adhesión al Derecho Internacional como 
base de la resolución de todos los conflictos de las naciones del mundo y sobre la base de esos principios 
hemos actuado, salvo en períodos dictatoriales. En ese sentido, lamentamos profundamente y nos sentimos 
verdaderamente avergonzados de las decisiones que ha tomado el Gobierno de nuestra República, en el 
sentido de no reconocer la decisión soberana del Parlamento paraguayo y, en particular, la designación del 
doctor Federico Franco como Presidente constitucional del Paraguay, en aplicación de la Constitución de la 
República de Paraguay. 


Hechas estas constancias, adherimos al planteo que realizaba el Presidente Trobo. En esto no hay un ánimo 
de desarrollar una controversia ni un debate con nuestros colegas uruguayos, pero nos parecía que nuestra 
responsabilidad acá era establecer mínimamente nuestra visión sobre estos hechos que, ciertamente, nos 
preocupan y que se han visto agravados por las decisiones que esta última semana ha tomado el 
MERCOSUR, lo que demuestra que el apego al ordenamiento jurídico no es, por lo menos, una de las 
decisiones que han tomado los Gobiernos que en este momento integramos el MERCOSUR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha pedido la palabra el señor Diputado Garino Gruss del Partido Colorado. 
SEÑOR GARINO GRUSS.- Gracias por comparecer. 


Quería dejar las siguientes constancias. 


Es cierto que en las próximas horas tendremos un debate en el plenario con el resto de los legisladores y que 
allí haremos los descargos correspondientes no solo por la situación institucional delicada por la que atravesó 
el Paraguay -ese país tiene suficientes elementos para defenderse por sí mismo- sino también por la 
suspensión del Paraguay en el MERCOSUR y el ingreso de Venezuela, sobre todo por la forma en que se está 
dando. Se da la suspensión de Paraguay y el ingreso de Venezuela. Esto nos preocupa por la institucionalidad 
frágil que supone. 


Ya las normas del MERCOSUR han sido violadas. Comparto el análisis que hizo el señor Diputado de 
Paraguay hizo en cuanto al Tratado de Asunción, el Protocolo de Ushuaia, Ouro Preto, entre otros, e inclusive 
la Convención de Viena, que rige los tratados. Precisamente, ese es el tratado de los tratados que se aplica 
inclusive en las normativas de las Naciones Unidas. 


Para mí esto es un gravísimo antecedente y tiene que ver con la última defensa de los países chicos. En esto 
Paraguay y Uruguay tienen similitudes. Uruguay no tiene similitudes con Argentina y Brasil por tamaño o 
poderío económico, lo que muchas veces se impone. Los países chicos del MERCOSUR -entiéndase chicos 
por tamaño, volumen económico, no por despreciar -es imprescindible el estado de derecho. El estado de 
derecho es la defensa última que tenemos. De lo contrario, se nos avasallaría en absolutamente todo, como la 
suspensión sin ningún tipo de traslado o la inclusión, violando inclusive resoluciones propias, cosa que ha 
hecho el propio Parlamento del Uruguay en la materia, considerando que debe haber cinco voluntades y no 
cuatro o cuatro y una suspendida o renga. Hoy estamos en una especie de limbo, en el que no se sabe cuál 
puede ser nuestra suerte. Hoy en día le tocó al Paraguay, pero no se sabe qué sucederá mañana cuando le 
toque al Uruguay, cómo se impondrán esas voluntades, esas presiones, cómo se negociarán esos intereses 
nacionales a nivel del MERCOSUR. Es una gran preocupación que tenemos hoy, tanto a título personal como 
a nivel del Partido Colorado uruguayo, el que ha manifestado en reiteradas oportunidades esta fragilidad 


institucional, muchas veces inclusive desde el punto de vista comercial. Cabe recordar que tenemos una 
situación muy delicada con Brasil y Argentina. Puntualmente, en el caso de Argentina, se toman medidas 
administrativas contrarias a los tratados que se han firmado. Entonces, en el contexto internacional, vemos 
cómo hemos ido perdiendo paulatinamente espacios, marco institucional por el cual transitar en forma 
tranquila. Inclusive hoy, paradójicamente no tenemos un ámbito jurisdiccional efectivo a nivel del 
MERCOSUR al que Paraguay pueda concurrir a hacer algún descargo. Inclusive tenemos el PARLASUR que 
hace un año que no funciona. Ese es un hecho grave, un antecedente de mal funcionamiento. Para mí, el 
PARLASUR es el órgano político del MERCOSUR, compuesto por parlamentarios y ahí se deben dar los 
debates francos, pero no sesiona. Entonces, el foco político se traslada a ámbitos que para nosotros no se 
tienen que trasladar. Ese fue el caso de la Cumbre, en donde en definitiva tres personas terminaron 
dirimiendo los asuntos políticos de los cuatro países que componen el bloque. De ahí en más, se incurre en la 
violación de tratados suscritos por los países y ratificados por los Parlamentos. De vuelta, hacemos hincapié 
en que el estado de derecho, la defensa de los países chicos, es absolutamente avasallado y vulnerado. 


Como ya les dije, el debate va a ser más rico y nutrido en la Cámara baja, pero sin lugar a dudas el tema nos 
preocupa. 


Ustedes nombraron al pasar lo relativo a la misión de la OEA que visitó el Paraguay. Quisiera conocer más en 
profundidad eso. ¿Cómo se desarrolló? Creo que eso figura en el artículo 8* del Tratado de la OEA; lo digo 
de memoria. Me gustaría saber cuáles fueron los resultados porque estamos componiendo un puzzle. Frente a 
este escenario, estamos construyendo un complejo puzzle con varias informaciones que vienen del Paraguay 
por distintas vías. Así que su comparecencia aquí y todas las informaciones que nos han dado son un insumo 
más. Sé que también han ido a la Casa del Partido Colorado a dar allí sus puntos de vista. 


En definitiva, quisiera saber en qué etapa está lo relativo a la OEA y si hay algún informe final. Quisiera 
saber si en Paraguay se está pensando en algún reclamo jurisdiccional en algún ámbito, tal vez ya no el 
regional -o sí porque está el Tribunal de Revisión con sede en Paraguay-, por fallos no respetados, por 
ejemplo por Argentina. Me refiero a otros ámbitos fuera del MERCOSUR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere informar que se encuentra presente el Encargado de 
Negocios de la República del Paraguay en la República Oriental del Uruguay, Consejero Ricardo 
Caballero. 


Vamos a dar la palabra a los invitados para que respondan las preguntas, evitando que se generen problemas. 
Todos los Partidos Políticos han expresado su opinión, algunos leyendo declaraciones y otros hablando en 
carácter personal. Sería muy bueno que el evento concluyera con la información en la mano para analizar. Se 
podrán imaginar que, siendo Presidente de la Comisión, me gustaría mucho más estar en otro sillón y poder 
hablar desde otro lugar. Lo que hemos hecho hoy es muy positivo y a todos nos puede servir, no importa el 
lugar desde dónde miremos la situación, ya que se eleva el rol que tiene y debe tener la Comisión de Asuntos 
Internacionales de la Cámara de Diputados: ser un ámbito en el cual se reciba toda la información y los temas 
se analicen en profundidad. 


Reitero algo que ya dije: me siento muy complacido y honrado de que hayan resuelto solicitarnos la 
entrevista y visitarnos. También quiero decir, a efectos informativos, que he tenido contacto con otra 
delegación que estuvo en estos días en Montevideo. Por lo que tengo entendido, esta delegación que nos 
visita hoy ha venido institucionalmente a esta reunión de carácter parlamentario. Lo aclaro porque puede 
haber un error sobre una delegación que vino para hacer contactos políticos y esta que pretende hacer un 
contacto más institucional. Para la comprensión del tema y la información que debemos tener, es importante 
que se conozcan estas cosas. 


SEÑOR CÁRDENAS.- Debo decir que Insulza prefiere no afirmar nada antes de emitir la resolución 
oficial de la OEA. Esto se hará el día lunes de manera oficial. 


Algunas expresiones que se pudieron extraer de su visita son que el país está tranquilo, que fue una situación 
delicada -según su visión-, que el ambiente está tranquilo y que hay una situación enrarecida -estoy 
trasmitiendo literalmente lo que dijo a la prensa- con respecto a la presencia del señor Maduro en el Palacio, 


en el sector del Gabinete Militar, lo que además se constata en la foto que se publica. Eso es lo que tenemos 
de Insulza. Creo que ni la gente que estuvo con él sabe más que esto, y está bien que así sea. 


El lunes formé parte de la comitiva que vino a Montevideo, pero con una agenda diferente. Vinimos 
acompañados del sector privado, que promocionó ese viaje; yo vine en calidad de invitado. La reunión oficial 
de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados del Paraguay es esta, y es la única. No 
tenemos otro encuentro que éste, y esta tarde estaremos partiendo para Paraguay. 


Quiero hacer entrega de una copia del comunicado oficial que hemos emitido como Comisión el 26 de junio 
del corriente año, en el que sentamos la postura de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara Baja 
de mi país con respecto a los hechos y a la situación del Paraguay en el MERCOSUR. 


Asimismo, quiero invitar a esta Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara Baja de Uruguay a una 
visita a mi país para la constatación de que la situación está normalizada, pacificada y que la gente ha 
entendido. Allá sí hay una adhesión popular y pacífica a este proceso que, más que interrumpir -y no estoy de 
acuerdo con esta expresión- el proceso democrático, ha consolidado la salida pacífica de un Presidente a 
través de la utilización de una herramienta institucional que tenemos los paraguayos para ratificar nuestras 
convicciones democráticas. 


Con respecto a la figura del juicio político, hoy leí en el periódico una frase interesantísima -que no recuerdo 
quien la dijo-, que hubiéramos podido aplicar: "Los argumentos políticos fueron más fuertes que los 
argumentos jurídicos". Pero nosotros no utilizamos esta frase. La Cámara de Diputados en primera instancia 
y la Cámara de Senadores en segunda instancia se han apegado -más allá de que los argumentos a los efectos 
del juicio político deben ser así y punto, y no hay más argumento que ese; y más allá de que los argumentos 
políticos fueron más fuertes que los jurídicos- a la ley y a la Constitución del país. Por eso nosotros hicimos 
esta explicación jurídica y este relato un poco extenso, probablemente cansador, pero justo, demostrando 
jurídicamente que no nos hemos apartado de la Constitución. 


Ratifico mi agradecimiento a la Comisión -entiendo perfectamente bien su situación -por la oportunidad que 
nos brindó y por el tiempo que se dio para esclarecer los temas. Ojalá hoy tengan más herramientas de 
análisis para la toma de la decisión final, porque eso es lo que pretendemos finalmente. No nos creemos 
dueños de la verdad, pero sí queremos llegar todos juntos a ella. 


Muchas gracias. Ojalá en pocos días nos volvamos a ver con esta Comisión, a efectos de recorrer el país y 
tener mayor conocimiento de los hechos jurídicos, sobre los que persisten algunas dudas. Un fuerte abrazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias a ustedes por la visita y por la información que nos han brindado. 


Recibimos con mucho gusto la invitación que nos hacen, la que será considerada dentro de los mecanismos 
procesales que tenemos para tomar decisiones en ese sentido. 


No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


